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CONSEJO DE ESTADO

SALA  DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA

SUBSECCIÓN “B”

CONSEJERA PONENTE: DOCTORA BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ

Bogotá D.C., veinticuatro (24) de enero de dos mil trece (2013).

REF: EXPEDIENTE No. AC 85001-23-31-000-2012-00191 01
ACTOR: SARA VALDERRAMA AGUILAR

ACCIONADAS: MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL E INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL - INCODER

ACCIÓN DE TUTELA

Decide la Sala la impugnación propuesta por la actora contra la providencia de 19 de julio de 2012 proferida por el Tribunal Administrativo de Casanare, que declaró improcedente la tutela incoada por Sara Valderrama Aguilar contra el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER.

PRETENSIONES Y HECHOS DE LA TUTELA

Sara Valderrama Aguilar, actuando en nombre propio, instauró acción de tutela contra el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales a la dignidad humana, mínimo vital, debido proceso, propiedad territorial en conexidad con la vida, entre otros, vulnerados por las accionadas.

Como consecuencia solicitó que se ordene a las Entidades tutelar sus derechos para no ocasionarle un perjuicio irremediable como consecuencia de la inacción, renuencia, incumplimiento y dilación en los procesos de adjudicación de tierras, porque hasta la fecha no ha obtenido respuesta alguna.
Hechos en que fundamenta las pretensiones:

La actora pertenece al grupo de la tercera edad, se encuentra en estado de indefensión y es propietaria del predio El Copey ubicado en la Vereda Las Calles del Municipio de San Luís de Palenque en el Casanare. 

Desde el 2002 es víctima del desplazamiento forzado por parte de grupos paramilitares que la obligaron a parcelar y entregar la finca a miembros de la comunidad y al señor Valdisney Aponte Patiño, quien habitaba la casa, y actualmente la vivienda se encuentra en manos de Pedro Antonio Socha, poseedor de mala fe.

Por razones de seguridad la tutelante nunca más pudo volver a la finca, por lo que en el año 2005 demandó ante la Jurisdicción Ordinaria su derecho de propiedad frente a los poseedores de mala fe y acudió a distintas Entidades del Estado encargadas de la adjudicación de tierras y ayuda a los desplazados, como el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el INCODER, asimismo se inscribió en el Registro Único de Predios RUPTA diligenciado por funcionarios de la Procuraduría General de la Nación, empero, hasta el momento no ha recibido ninguna solución a su situación, ya que el Gobierno no ha demostrado interés en hacer la entrega formal del predio.

De conformidad con el artículo 46 de la Carta Política, el Estado, la sociedad y la familia deben concurrir a la protección y asistencia de las personas de la tercera edad, promoviendo su integración a la vida activa y comunitaria, razón por la cual, de manera prevalente el Estado debe velar por el cumplimiento de sus actuaciones, lo que se traduce en agilizar el trámite previsto en la Ley de Restitución de Tierras para devolverle el predio a la tutelante.

Es un deber de las Entidades brindar la información clara y concreta de los proyectos de asistencia y protección a la población desplazada, identificando las circunstancias específicas de cada caso, con el fin de ofrecerle las alternativas de subsistencia digna y autónoma para iniciar o continuar con un proyecto de vida sostenible. Ello implica un compromiso de las Autoridades competentes, que tienen el deber de atender las necesidades de los desplazados con un grado particular de diligencia y celeridad.

Los daños derivados del conflicto armado son imputables al Estado y de acuerdo con la Jurisprudencia del Consejo de Estado, el daño moral que puede general la pérdida de bienes materiales es susceptible de reparación, siempre y cuando se acredite su ocurrencia.

CONTESTACIÓN DE LA TUTELA

1. El Coordinador del Grupo de Representación Judicial del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural INCODER, contestó la tutela a folios 101 a 110, solicitando desvincular a la Entidad en razón a que no vulneró derecho fundamental alguno porque ante éste no se ha realizado ninguna petición tendiente a obtener la restitución del inmueble.

La Entidad llamada a responder la solicitud de restitución del inmueble de la tutelante es la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, pues si bien es cierto que la Ley 387 de 1997 dispuso que el INCODER pertenece al Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada SNAIPAD, también lo es que cada Entidad cumple funciones específicas de acuerdo con sus competencias y cometidos legales, en virtud de la aplicación de los principios de especialidad y especificidad.

El INCODER es un Establecimiento Público del orden Nacional, adscrito al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, con personería jurídica, patrimonio autónomo e independencia administrativa y financiera, cumple con los fines y objeto establecidos en la Ley 160 de 1994 y dentro de sus funciones no se encuentra la de otorgar ayuda humanitaria de emergencia, sino que adelanta programas como el subsidio integral previsto en el artículo 26 de la Ley 1151 de 2007 que se integra a los artículos 20 y 21 de la Ley 160 de 1994; el apoyo a proyectos productivos para lograr la estabilización socioeconómica de las familias desplazadas;  y la protección de los derechos sobre la tierra, para lo cual cuenta con la asesoría del Ministerio Público, quienes recepcionan las solicitudes de protección a fin de solicitar la inscripción de predios rurales abandonados por la violencia en el Registro de Instrumentos Públicos.

En el sub-lite, el inmueble de propiedad de la actora está registrado en el RUPTDA, por lo que se entiende superada esta etapa.

En relación con la adjudicación de tierras baldías de la Nación, de conformidad con la Ley 160 de 1994, el INCODER en nombre del Estado tiene la facultad de titular las tierras baldías a personas naturales, jurídicas, de derecho público y sociedades, previa solicitud.

Revisados los archivos de la Entidad se encontró que el 6 de marzo de 1997, la actora elevó una solicitud de adjudicación del predio rural denominado El Copey de Las Calles del Municipio de San Luís de Palenque en el Departamento de Casanare, empero, se suspendió el trámite de adjudicación porque el señor Pedro Antonio Socha se opuso, aportando la denuncia penal de 10 de diciembre de 2010 por el presunto delito de falso testimonio.

El 13 de abril de 2012 la actora allegó al INCODER la decisión de fondo de la Fiscalía 27 Seccional de Sogamoso, que ordenó archivar las diligencias por desestimar los hechos que dieron origen a la denuncia penal. Por lo que el 11 de julio del año en curso, se reanudó el procedimiento de adjudicación, y por Resolución No. 00210 de 11 de julio del mismo año, fue resuelta la solicitud en forma negativa por estar incursa en la prohibición descrita en el literal b) del artículo 9° del Decreto 2664 de 1994. 

La anterior decisión fue remitida a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas para que lo tuviera en cuenta dentro del proceso de restitución del predio efectuado por la actora.
2. El Coordinador del Grupo de Procesos Judiciales de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural contestó la tutela de folios 83 a 88, solicitando desvincular de la presente acción a la Entidad por existir falta de legitimación en la causa por pasiva y carencia de vulneración de derechos.

En cumplimiento del artículo 9° de la Ley 387 de 1997 y el Decreto 250 de 2005, el Gobierno Nacional diseñó el Plan Nacional de Atención a la Población Desplazada, en el cual estableció la competencia y responsabilidad de cada una de las Entidades que lo conforman. En ese orden, al Ministerio de Agricultura como cabeza del sector agropecuario le corresponde diseñar y ejecutar planes y programas tendientes a cooperar con el logro de la estabilización socieconómica de la población desplazada que permanezca en el territorio rural, para lo cual se ofrecen los programas de vivienda de interés social, de adjudicación integral de tierras y los créditos productivos, que son ejecutados a través de las Entidades adscritas y vinculadas a esa Cartera, como el INCODER, el Banco Agrario de Colombia S.A., entre otros.

Con la expedición de la Ley 1148 de 2011 se abrió la posibilidad para que las personas reclamen la reparación integral de los daños sufridos por violaciones a los derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario y la restitución de tierras despojadas o abandonadas en el marco del conflicto.

Para efectos de acceder a la restitución de tierras debe acudirse a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y Autoridades Judiciales de Restitución, agotando los siguientes pasos: 1). Diligenciar la solicitud de inscripción del predio despojado o abandonado; 2). Dentro de los 60 días siguientes, prorrogables por 30 más, se decidirá sobre la inclusión o no en el Registro; 3). Inscrito el predio se presenta la solicitud de restitución ante el Juez Civil del Circuito especializado en restitución de tierras del lugar donde está ubicado el bien; 4). El Juez admite la solicitud, se adelanta el proceso de restitución y si no hay personas que se opongan dicta sentencia; 5). En caso de que se presenten personas que se oponen a la solicitud de restitución, podrán presentar pruebas y en ese caso, el proceso será remitido a la Sala Civil Especializada en Restitución de tierras del Tribunal Superior de Distrito Judicial, que dictará sentencia; 6). En todo caso, se dictará sentencia dentro de los 4 meses siguientes a la presentación de la solicitud; 7). Cuando el fallo sea definitivo, dentro de los 3 días siguientes se realiza la entrega material del predio a la persona restituida; 8). Si hay terceros en el predio, se realiza la diligencia de desalojo en el término de 5 días; 9). Si la sentencia no es favorable al solicitante, se consultará al Tribunal Superior de Distrito Judicial; 10). En todo caso, la sentencia puede ser objeto del recurso de revisión ante la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia.

Según el procedimiento establecido en la Ley 1148 de 2011, la sentencia del Juez Civil del Circuito Especializado en restitución de Tierras no solo busca la restitución material y jurídica del bien, sino la formalización del mismo, es decir, que la sentencia constituye título de propiedad suficiente.

LA PROVIDENCIA IMPUGNADA
El Tribunal Administrativo de Casanare mediante sentencia de 19 de julio de 2012, declaró improcedente la tutela incoada (fls. 90-96), con los siguientes argumentos:

La acción de tutela es un mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier Autoridad Pública o de los particulares, en los casos previstos por la Ley.

De acuerdo con el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, la tutela es improcedente cuando existe otro medio de defensa judicial o habiéndolo, busca evitar un perjuicio irremediable,
 lo cual debe ser evaluado por el Juez atendiendo a las particularidades y circunstancias de cada caso.

Abordó el estudio del caso concreto analizando los derechos invocados como vulnerados, explicando que el Constituyente de 1991 reguló varios derechos a los que denominó fundamentales y otros a los que llamó sociales, económicos y culturales. Los primeros, son esenciales para el desarrollo de la vida misma de los individuos; y los segundos, son garantías que el Estado debe dar a las personas en la medida en que se lo permita su evolución.

La propiedad privada no es un derecho fundamental, y según la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, eventualmente podría adquirir tal connotación cuando guarda relación estrecha con uno de naturaleza fundamental, empero, en el sub-lite no está acreditado el derecho de propiedad respecto del predio que reclama la actora, ni mucho menos la relación con un derecho fundamental.

El derecho a la vivienda digna tampoco es de rango fundamental, y sólo podría adquirir tal naturaleza cuando están de por medio el otorgamiento de subsidios de vivienda. Sin embargo, ninguna de las Entidades accionadas tiene como función la entrega de tal beneficio, por lo que mal podría predicarse de ellas una conducta violatoria de las garantías fundamentales de la actora.

El mínimo vital es un derecho fundamental innominado, retomado de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Alemán, que incluye derechos sociales prestacionales para lograr una igualdad material cuando se afecta gravemente la dignidad humana de las personas de sectores vulnerables de la sociedad y está llamado a garantizar un apoyo material mínimo para que dicha población pueda vivir, empero, de las pruebas aportadas al plenario, no se colige la vulneración del mismo.

Finalmente, sobre el debido proceso, el A quo concluyó que al analizar la demanda y las pruebas aportadas con relación a este derecho fundamental, se concluyó que si las tierras conocidas con el nombre de El Copey son un bien baldío y la accionante tiene el carácter de desplazada de ellas por la violencia, el procedimiento a seguir para su titulación es el previsto en la Ley 1448 de 2011, más específicamente su capitulo III del titulo IV, en concordancia con las Leyes 200 de 1936, 100 de 1944, 135 de 1961, 160 de 1994 y demás normas relacionadas con la materia, pero no la acción de tutela.

LA IMPUGNACIÓN

El anterior proveído fue impugnado por la actora a folios 130 a 132 del expediente, reiterando los argumentos esgrimidos en el escrito de tutela, y advirtiendo que la acción fue interpuesta como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, porque a pesar de que existe un mecanismo ordinario de defensa, v.g. el proceso de restitución de tierras, tarda mucho tiempo en ser resuelto y las Entidades pretenden favorecer al tenedor de mala fe de dicho bien, desconociendo el derecho de propiedad que le pertenece.

Al observar las contestaciones de la tutela presentadas por las Entidades accionadas, se evidencia que ninguna de las dos quiere asumir la responsabilidad en la falta de diligencia en los trámites y a los derechos de petición formulados.

El A quo no tuvo en cuenta los argumentos esbozados por la actora en el escrito de tutela, ni las pruebas aportadas al proceso. Asimismo concluyó que no se demostró la propiedad, desconociendo el hecho de que en las cartillas del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, las personas que no tienen títulos pero se acreditan como propietarios, pueden acogerse al proceso de restitución de la Ley 1448 de 2011.

El fallador de Primera Instancia incurrió en error esencial de derecho al interpretar en forma errónea los principios de la acción de tutela.
CONSIDERACIONES

Problema Jurídico

Consiste en determinar si es procedente mediante tutela agilizar, tramitar y concluir el proceso de restitución de tierras aducido por la actora, a fin de obtener la propiedad del predio denominado El Copey, para garantizarle los derechos fundamentales al mínimo vital, vida digna, propiedad privada y debido proceso.

De lo probado en el proceso 

A folio 27 obra  la Escritura No. 1768 de 12 de junio de 1990 elevada en la Notaría Segunda del Circuito de Sogamoso, por medio de la cual se realizo la partición y adjudicación de los bienes pertenecientes a la sucesión de Manuel Antonio Valderrama Zambrano y Sara Aguilar de Valderrama, en la que le correspondió a la tutelante la mitad de los derechos de posesión del predio denominado “El Copey” ”sin título”.

Daños ambientales en el inmueble denominado El Copey.

Mediante la Resolución No. 200 15 05-0772 de 13 de octubre de 2005, el Secretario General de Corporinoquia calificó la actuación, declarando responsable de los cargos formulados al señor Luis Fernando Galán Nossa por la afectación al medio ambiente causada en el predio “El Copey” ubicado en la vereda Las Calles del Municipio de San Luis de Palenque, sancionándolo con el restablecimiento de 200 árboles de especies nativas en las áreas afectadas (fls.31 a 38).

A folio 11 obra el Concepto No. 520-09-08 de 30 de marzo de 2007, emitido por la Subdirección de Control y Calidad Ambiental Sector Flora y Fauna de Corporinoquia al interior del expediente No. 250.08.07-065 en virtud de la queja presentada por la actora por tala y quema de árboles. En el informe se declaró como responsable de la quema de aproximadamente 30 hectáreas y por la tala de 3 hectáreas de vegetación al señor Pedro Antonio Socha, por lo cual recomendó a la Oficina Legal Ambiental iniciar el proceso de investigación respectivo.

En Concepto No. 520-09-08 de 20 de noviembre de 2007, la Subdirección de Control y Calidad Ambiental Sector Flora y Fauna de Corporinoquia al interior del expediente No. 250.08.07-330 en virtud de la queja realizada por Sara Valderrama Aguilar por la tala realizada en el predio El Copey, se concluyó que el señor Pedro Antonio Socha era responsable por la tala de bosque provocando un impacto ambiental negativo (fls.15 a 18).

Trámite de adjudicación de baldíos ante el INCODER

A folio 80 obra el auto de 14 de agosto de 2008, mediante el cual la Directora Territorial Casanare del INCODER aceptó el desistimiento presentado por la accionante y correspondiente al predio baldío denominado El Copey.

Mediante Resolución de 23 de noviembre de 2009, la Directora Territorial de Casanare del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER, resolvió el recurso de reposición interpuesto contra el auto de 14 de agosto de 2008, por el cual se ordenó el archivo por desistimiento de la solicitud de adjudicación del terreno baldío denominado El Copey de la Vereda Las Calles del Municipio de San luís de Palenque.

Como la pretensión de la actora es continuar con el trámite de adjudicación del predio El Copey, del que fue desplazada, decidió revocar en todas sus partes el auto de 14 de agosto de 2008 a través del cual se aceptó el desistimiento presentado y en consecuencia ordena rehacer las actuaciones administrativas de titulación de baldíos contenidas en el expediente No. 34107 (fls.42 a 44).

A folio 10 se incorporó un plano elaborado por el INCODER sobre el predio "SUCESIÓN EL COPEY" ubicado en la vereda Las Calles del Municipio de San Luis de Palenque de fecha julio de 2009, donde aparece como propietaria la actora.

El 9 de diciembre de 2010, radicado el día 14 del mismo mes y año en el INCODER, Pedro Antonio Socha Pérez aportó copia de la denuncia penal por el delito de falsedad en contra de la actora (fl.81).

Los señores Valdisney Aponte Patiño y Myriam Ortiz radicaron ante el INCODER la oposición a la adjudicación del inmueble denominado El Copey argumentando que la actora les adeuda salarios y prestaciones sociales de los últimos 15 años, que le han hecho mejoras al predio no reconocidas y que la finca está produciendo gracias al dinero que él le ha invertido (fls.78 y 79).

Por Oficio No, 165 de 24 de marzo de 2011, el Registrador de Instrumentos Públicos del Circuito Registral de Paz de Ariporo le informo a la accionante que se le dio trámite a su solicitud pero que la misma se devuelve sin inscribir la medida ya que no se encontró folio de matricula inmobiliaria de conformidad con la nota devolutiva de 24 de marzo de 2011 (fl.40).

A folio 41 obra la nota devolutiva de 24 de marzo de 2011 expedida por la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Paz de Ariporo, que señala que el predio sobre el que se solicita la protección es un bien baldío que pertenece a la Nación, no cuenta con un folio de matrícula inmobiliaria y la propiedad de los territorios baldíos se adjudica por título traslaticio del dominio a través del INCODER. Así mismo, se deja constancia que la solicitud será ingresada al registro único de predios abandonados para que esa inscripción sirva como medio probatorio ante las autoridades judiciales y administrativas (fls. 41 y 41 vto).

El 7 de junio de 2011, se radicó en el INCODER con destino al expediente No. 34107, la respuesta de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos Seccional Paz de Ariporo, sobre la solicitud de medida de protección para la actora como propietaria de la Finca El Copey, informándole que no se encontró folio de matrícula inmobiliaria. (f1.39).

Según interrogatorio de indiciado, diligenciado por la Policía Judicial a la actora el 22 de noviembre de 2011, en la investigación No. 85001600116920100887, a través del cual manifestó que fue citada por los paramilitares para entregar las escrituras del predio El Copey a nombre de “Valdisney”.

Además la citaron a una reunión en la Escuela de la vereda a fin de repartir las tierras de propiedad de la tutelante, luego le informaron que debía conseguir un topógrafo, quien dividió en cinco partes la finca y el 7 de agosto de 2002, le entregaron doce hectáreas a cada uno, y que se fuera para Sogamoso, donde la estarían vigilando. (fls.6 a 9).

Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas

A folio 30 obra la constancia de solicitud de inscripción en el registro de tierras despojadas y abandonadas, diligenciado el de 29 de septiembre de 2011, consecutivo No. 0012452909111102 a nombre de la tutelante.

El 26 de diciembre de 2011, la actora le informó a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, el archivo de la investigación adelantada en su contra por el delito de falso testimonio, reiterando la solicitud de restitución de tierras (fls.25 y 26).

El 24 de enero de 2012, la actora elevó ante el Procurador General de la Nación, una queja por la incursión en supuestas faltas disciplinarias por parte los empleados que le han desconocido su calidad de víctima y que no le han dado solución inmediata a su problema (fl.22).

Mediante el Oficio No. 0416 de 14 de febrero de 2012, la Procuradora Judicial Cuarta para la Restitución de Tierras le informó a la accionante que su petición fue remitida a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, de conformidad con lo previsto en el artículo 33 del C.C.A. Así mismo, le comunico que dicha Unidad ha venido implementando el registro de predios en zonas macrofocalizadas, sin dejar de lado las solicitudes de quienes requieren atención preferencial en el trámite de registro (fls.23 y 24).

Por Oficio No. UAEGRTD-250 de 27 de febrero de 2012 el Director General de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural le informó a la tutelante sobre el estado de la solicitud de inscripción en el Registro de Tierras Despojadas diligenciada el 4 de noviembre de 2011, informándole el tiempo de aproximadamente tres años que tardaría el trámite y el tratamiento especial que recibiera por ostentar la calidad de persona de la tercera edad.

Del trámite de Segunda Instancia

Mediante auto de 29 de agosto de 2012, previo a decidir la impugnación propuesta por la parte actora contra la sentencia de 19 de julio de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de Casanare, el Despacho ofició a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, para que dentro del término de 3 días, informara si la actora aparece inscrita en el Registro Único de Población desplazada – RUPD ó en el Registro Único de Víctimas, sí ha recibido atención o ayuda humanitaria de emergencia por ser víctima del desplazamiento forzado ó si inició algún trámite relacionado con la restitución de tierras (fls. 167-168).

De acuerdo con el informe de Secretaría General del Consejo de Estado, el anterior requerimiento fue notificado a la Entidad mencionada, sin que hubiese respuesta alguna (fl. 171). 

Por lo anterior, el Despacho mediante auto de 4 de octubre de 2012, requirió por segunda vez a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, reiterando la anterior solicitud (fls. 172-173).

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas contestó el anterior requerimiento advirtiendo que revisada la base de datos del Registro Único de Víctimas no aparece la actora registrada como población de víctima del desplazamiento y por ello no ha recibido beneficio alguno (fl. 182).

Mediante auto de 7 de noviembre de 2012, el Despacho vinculó como tercero interviniente a la Unidad de Restitución de Tierras, remitiéndole copia de la solicitud de tutela para que si lo considera, se pronunciara sobre la misma dentro del término de dos días (fls. 183-184).

El Director General de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas UAEGRDT, compareció al proceso, explicando la naturaleza jurídica y funciones de la Entidad, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3º, 75 y 105 de la Ley 1448 de 2011.

Explicó los pasos para acceder a la restitución de tierras, sintetizados así: 

“(…)

1. Realizar la solicitud de inscripción en el Registro de Tierras  Despojadas y Abandonadas Forzosamente ante la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas.

2. Una vez focalizado el municipio en el cual se encuentra ubicado el predio, y expedido el acto administrativo que acomete el estudio del caso por parte de la esta Unidad, en 60 días (prorrogables por 30 días más) ésta decidirá si procede, o por el contrario, no accede a realizar la inscripción en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente.

3. En caso de haberse realizado la inscripción en el Registro, la Unidad, la victima directamente o a través de un abogado, presenta la solicitud o demanda de restitución de tierras ante el Juez Civil del Circuito especializado en restitución de tierras, del lugar donde esté ubicado el predio.

4. El Juez admitirá la solicitud, y si se reúnen los requisitos de ley se adelantará la etapa judicial.

5. El Juez o Tribunal según corresponda, dictará sentencia judicial dentro de los cuatro meses siguientes a la presentación de la solicitud.  

6. Cuando el fallo sea definitivo, dentro de los tres días siguientes se hará la entrega material del predio a la persona restituida.

7. Si hay terceros en el predio, el Juez o Magistrado se realizará la diligencia de desalojo  en un termino de 5 días.

8. Si la sentencia dictada por un Juez de Circuito no es favorable al demandante despojado, se elevará consulta ante el Tribunal Superior de Distrito Judicial Sala Civil.”.

La zona en la que se encuentra el predio “El Copey” en San Luis de Palenque (Casanare), no ha sido macrofocalizada, por el Consejo de Seguridad Nacional. Luego de realizado los tramites oportunos y la aplicación del registro en la zona donde se ubica el predio de la señora Sara Valderrama Aguilar, le será comunicado para que ingrese al registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente, así después de realizado en estudio de fondo a la solicitud conforme a la Ley 1448 de 2011 y el Decreto 4829 de 2011, la persona incluida podrá obtener la restitución de tierras en el marco de reparación integral, dichos tramites deberán ser agotados por la actora.
La adjudicación de tierras no es competencia de la Unidad de Restitución de Tierras, pues esto se le atribuye es al INCODER.
ANÁLISIS DE LA SALA

La acción de tutela fue concebida por el artículo 86 de la Constitución Política y reglada por el Decreto No. 2591 de 1991, como un instrumento para reclamar ante los Jueces de la República la protección de los derechos fundamentales de las personas, de manera preferente y sumaria, cuando sean vulnerados o amenazados. 

El recurso de amparo goza de unas características especiales para su procedencia, dentro de las que tenemos la subsidiariedad que hace referencia a que no debe existir otro mecanismo jurídico para la protección del derecho, o existiendo sea ineficaz para evitar un perjuicio irremediable. Es en este último caso donde la tutela se utiliza como un mecanismo transitorio.

En el sub-lite, la actora solicita el amparo de sus derechos fundamentales porque según su dicho es propietaria del predio El Copey, ubicado en la Vereda Las calles del Municipio de San Luís de Palenque.

Afirmó que es víctima del desplazamiento forzado desde el año 2002 por parte de grupos paramilitares, que a su vez, la obligaron a parcelar su finca para escriturársela a miembros de la comunidad.

Actualmente la finca está ocupada por un poseedor de mala fe, llamado Pedro Antonio Socha.

La tutelante acudió a varias Instituciones a fin de solucionar su controversia en cuanto a la titulación del bien que dice pertenecerle, entre ellos, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el INCODER, y se registró en el RUPD, sin haber obtenido respuesta alguna.

La tutela fue interpuesta como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, en razón a que el trámite de restitución de tierras resulta dispendioso y la actora pertenece al grupo de la tercera edad, razón por la cual merece la protección del Estado, la familia y la sociedad.

No obstante lo anterior, dentro del plenario no existe ningún documento tendiente a demostrar la edad de la tutelante, empero, en aplicación del principio de la buena fe, se tendrá por cierta tal afirmación y en ese orden de ideas, resulta pertinente traer a colación lo siguiente:

De acuerdo con lo establecido en la Ley 1276 de 2009
, en el artículo 7º, se considera adulto mayor a la persona que tenga 60 años de edad o más.
 En igual sentido el Boletín Trimestral de Violencia al Adulto Mayor en el Contexto Intrafamiliar del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, publicado en marzo de 2012, señaló que según la Política Nacional de Envejecimiento y Vejez del Ministerio de la Protección Social publicada en diciembre de 2007, son considerados adultos mayores las personas que cuentan con 60 o más años de edad.

Por su parte, la Corte Constitucional en sentencia T-923 de 2010, manifestó lo siguiente:
“(…)

Sin embargo, más allá de que se denomine “tercera edad” a una edad alrededor de los setenta años, su determinación cuantitativa realmente es efectuada por el juez de tutela al apreciar las circunstancias específicas de cada persona
, para establecer si hace parte del grupo de personas que al encontrarse en condición de debilidad manifiesta necesitan una especial protección constitucional, ya que por su longevidad pueden presentar mayor riesgo de contraer enfermedades, e impedir que lleven a cabo actividades remunerables. En la Sentencia T-849A de 2009, la Corte manifestó que:

“El Estado Social de Derecho, asume, especialmente, el deber constitucional de proteger a todas las personas afectadas  por un estado de debilidad manifiesta, como puede ser en determinadas circunstancias, el  estado de las personas de la tercera edad. Así lo establece el inciso tercero del artículo 13 de la Constitución del 91: ‘El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan’. 
Se establece aquí el principio  de brindar una protección constitucional especial: ´la protección reforzada´, a quienes en razón de sus falencias, una de las cuales es su avanzada edad, el Estado debe otorgarles un amparo privilegiado en materia de derechos fundamentales.”
 (Negrillas fuera de texto).En conclusión, la protección especial que constitucional y jurisprudencialmente se le brinda a quienes se encuentran en edad avanzada hace que éstos sean beneficiarios de acciones positivas, justamente encaminadas a nivelar sus posibilidades ante la vida, especialmente  el adecuado goce de los derechos fundamentales
. 

Teniendo en cuenta que la determinación cuantitativa de la “tercera edad” de una persona, “realmente” es efectuada por el Juez de tutela al apreciar las circunstancias específicas en cada caso
, concluye la Sala que de acuerdo con los criterios expuestos, la tutelante es considerada perteneciente al grupo de los “adultos mayores”, lo cual, per se, la pone en una situación de especial protección respecto del Estado, la sociedad y la familia. 

Ahora bien, en el sub-lite se observan tres circunstancias, dos relacionadas con el predio El Copey, y la otra, con la situación de desplazamiento de la actora.

El predio El Copey.

De acuerdo con las pruebas obrantes en el expediente y la contestación de la tutela por parte del INCODER, se observa que la tutelante desde 1997 ha tramitado la adjudicación del predio baldío denominado El Copey, empero, dicho trámite fue suspendido porque el señor Pedro Antonio Socha presentó memorial de oposición el 10 de diciembre de 2010, aportando copia de la denuncia penal en contra de la accionante por el delito de Falso Testimonio.

El 27 de abril de 2011 la tutelante allegó al expediente administrativo de adjudicación de baldíos del INCODER, el archivo de las Diligencias por el delito de falso testimonio parte de la Fiscalía de Sogamoso, razón por la cual el 11 de junio del mismo año se reinició el trámite.

El trámite finalizó mediante Resolución No. 00210 de 11 de junio de 2012, proferido por el INCODER, negando la solicitud de adjudicación del bien inmueble denominado el Copey por encontrarse la actora en la prohibición descrita en el literal b) del artículo 9º del Decreto 2664 de 1994.

Como se vio, el anterior trámite se encuentra concluido y no se observa ningún elemento adicional que permita evidenciar la vulneración de los derechos fundamentales de la actora. Cosa distinta es que si la accionante está inconforme con la decisión del INCODER, puede acudir ante el Juez Ordinario de su causa para reclamar sus derechos y ventilar en dicho escenario la controversia planteada.

De otra parte, la tutelante advirtió que inició el trámite de restitución de tierras de la Ley 1448 de 2011, inscrita el 4 de noviembre de 2011 en el Registro de Tierras Despojadas, empero, éste ha sido demorado y tardío, buscando beneficiar al poseedor de buena fe.

No obstante lo anterior, la Entidad contestó las solicitudes de la actora, remitidas a través de la Procuraduría General de la Nación, en la que le explicaron el trámite a seguir para la restitución de tierras y la atención prioritaria que recibirá en atención a la condición de vulnerabilidad que ostenta, esto es por pertenecer al grupo de la tercera edad (fl. 27).

Encontrándose el proceso en esta Instancia, se vinculó como tercero interviniente la Unidad de Restitución de Tierras, con el fin de que se pronunciara sobre el particular, y ésta Entidad informó sobre las etapas que deben agotarse a fin de obtener la restitución de inmuebles despojados, y además, explicó que el predio El Copey aún no ha sido macrofocalizado. 

Teniendo en cuenta que el trámite de restitución de tierras se rige por la Ley 1448 de 2011, capítulo III título IV, la acción de tutela no es el medio idóneo para adelantarlo, teniendo en cuenta la subsidiariedad de la acción, como se explica a continuación:
La subsidiariedad es un requisito fundamental de procedibilidad de la acción de tutela, es decir, que el interesado debe primero acudir a los medios ordinarios de defensa cuando estos sean oportunos y eficaces
, de modo que asegure una adecuada protección de sus derechos, excluyendo la posibilidad de usar el recurso de amparo como primera opción porque resulta improcedente.

La Corte Constitucional en sentencia T-451 de 2010, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, reiteró los pronunciamientos acogidos por la Sala Plena de esa Corporación, en el sentido de que la procedencia de la acción de tutela se encuentra condicionada a la previa utilización por el accionante de los medios de defensa previstos en el ordenamiento jurídico
, afirmando que:

“(…) no puede remplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de sus derechos, ni puede subsanar la incuria o negligencia de las partes en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos legalmente para ello.”

(…)


De esta manera, si la parte afectada no ejerce las acciones o utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar los derechos amenazados o vulnerados, éste mecanismo de amparo no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos, ni se convierte en un recurso opcional de las instancias previstas en cada jurisdicción.”

En conclusión, es imprescindible analizar frente a cada caso si el Ordenamiento Jurídico ofrece otros medios de defensa judicial para proteger los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados, además, si estos resultan lo suficientemente idóneos y eficaces para otorgar una protección integral y que hubieren sido utilizados dentro de los términos de Ley.

El perjuicio irremediable

La Jurisprudencia Constitucional ha previsto que para la valoración de los requisitos del perjuicio irremediable, deben tenerse en cuenta las circunstancias que rodean el caso bajo estudio, en la medida en que no son exigencias que puedan ser verificadas por el Juez in abstracto, sino que requieren de un análisis específico del contexto en que se desarrollan
, para lo cual deben al menos concurrir las siguientes circunstancias
:

1).- Que se produzca de manera cierta y evidente una amenaza sobre un derecho fundamental.

2).- Que de ocurrir no exista forma de reparar el daño producido al mismo. 

3).- Que su ocurrencia sea inminente. 

4).- Que resulte urgente la medida de protección para que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra. 

5).- Que la gravedad de los hechos, sea de tal magnitud que haga evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales.

En consecuencia, cuando el caso bajo estudio reúna los supuestos anteriores se hará necesaria la intervención del Juez Constitucional para el restablecimiento de los derechos involucrados adoptando medidas inmediatas de protección, imponiéndose en este evento la tutela como mecanismo transitorio mientras el Juez Competente decide de fondo la acción correspondiente
.

En el sub-lite, debe advertirse que el trámite de restitución de tierras apenas está iniciando y no se observa ninguna dilación injustificada en dicha actuación, ahora bien, tampoco existe dentro del plenario ninguna situación especial adicional a la de que la actora es sujeto de protección especial por ser de la tercera edad, que permita soslayar el proceso de restitución de tierras y sustituirlo por la tutela, ya que la acción no está diseñada como mecanismo alterno de los procesos ordinarios establecidos.
En esas condiciones, la acción incoada para obtener la restitución de tierras es improcedente.
Sin embargo, como la actora manifestó que se encuentra desplazada por la violencia y solicitó el amparo de su derecho a la vida digna, entre otros, vale analizar la condición de desplazamiento, en el siguiente orden:

El desplazamiento forzado en el marco de la Ley 387 de 1997.

El artículo 1º de la Ley 387 de 1997, define la condición de desplazado en los siguientes términos:

“Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones. Conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias derivadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público. (...)”

En relación con la ayuda humanitaria de emergencia, el artículo 15 de la Ley 387 de 1997, establece:

“ATENCION HUMANITARIA DE EMERGENCIA. Una vez se produzca el desplazamiento, el Gobierno Nacional iniciará las acciones inmediatas tendientes a garantizar la atención humanitaria de emergencia con la finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población desplazada y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas. 

En todos los casos de desplazamiento, las autoridades civiles y militares que se encuentren en las zonas receptoras de población desplazada, garantizarán el libre paso de los envíos de ayuda humanitaria, el acompañamiento nacional e internacional a la población desplazada y el establecimiento de oficinas temporales o permanentes para la defensa y protección de Derechos Humanos y el cumplimiento de las normas del Derecho Internacional Humanitario. 

Mientras persista la situación de emergencia se auspiciará la creación y permanencia de equipos interinstitucionales conformados por entidades estatales y gubernamentales del orden nacional, departamental y municipal, para la protección del desplazado y sus bienes patrimoniales. 

El Ministerio Público y la Fiscalía General de la Nación emprenderán de oficio las investigaciones sobre los hechos punibles que condujeron al desplazamiento. 

PARAGRAFO. <Parágrafo CONDICIONALMENTE exequible. Apartes tachados INEXEQUIBLES> A la atención humanitaria de emergencia se tiene derecho por espacio máximo de tres (3) meses, prorrogables.”

A su vez, el artículo 17 ibídem, dispuso los programas a los cuales puede acceder la población desplazada para lograr la consolidación y estabilización socioeconómica
; y el artículo 19 ídem, prevé las obligaciones que tienen las Instituciones comprometidas en la atención de la población desplazada, en el sentido de crear programas que permitan la adquisición de tierras, acceso a la educación pública, procesos de retorno y reubicación, financiación de proyectos productivos, etc.

Entretanto el artículo 20 del Decreto 2569 de 2000, reglamentario de la Ley 387 de 1997 definió la Atención Humanitaria de Emergencia para población Desplazada en los siguientes términos:

“Se entiende por atención humanitaria de emergencia la ayuda temporaria e inmediata encaminada a acciones de socorro, asistencia y apoyo a la población desplazada, a fin de mitigar las necesidades básicas en alimentación, salud, atención sicológica, alojamiento, transporte de emergencia, elementos de hábitat interno y salubridad pública. 

Se tiene derecho a la atención humanitaria de emergencia por espacio máximo de tres (3) meses, prorrogables excepcionalmente por otros tres (3) meses más.”

El artículo 21 del Decreto 2569 de 2000, respecto de la prórroga de la atención humanitaria de emergencia, estableció:

“ARTICULO 21. PRÓRROGA DE LA ATENCION HUMANITARIA DE EMERGENCIA. <Aparte tachado NULO> A juicio de la Red de Solidaridad Social y de manera excepcional, se podrá prorrogar la atención humanitaria de emergencia hasta por un término de tres (3) meses al tenor del parágrafo del artículo 15 de la Ley 387 de 1997, y lo previsto en el inciso segundo del artículo anterior, de acuerdo con la disponibilidad presupuestal y atendiendo criterios de vulnerabilidad, solidaridad, proporcionalidad e igualdad. 

La prórroga excepcional se aplicará exclusivamente a hogares incluidos en el Registro Único de Población Desplazada y que cumplan las siguientes condiciones: 

1. Hogares en los que uno cualquiera de sus miembros reportados en la declaración presenten discapacidad física y/o mental, parcial o total, médicamente certificada por las entidades prestadoras de salud en atención humanitaria de emergencia y que haya sido reportada en la declaración de los hechos del desplazamiento. 

2. Hogares con jefatura femenina o masculina mayor de 65 años, y que dicha situación haya sido reportada en la declaración. 

3. Hogares en los que cualquiera de sus miembros debidamente reportados y registrados, presenten enfermedad terminal, médicamente certificada por las entidades prestadoras de salud en atención humanitaria de emergencia. 

4. Cuando a juicio de la Red de Solidaridad Social y de manera excepcional se presente una situación cuya gravedad sea de naturaleza similar a las enunciadas en los numerales 1, 2 y 3 del presente artículo.”

De conformidad con la normatividad en cita, la población desplazada tiene varios programas de ayuda para aliviar su condición, entre los cuales se encuentran: los subsidios de vivienda, compra de tierras, desarrollo de proyecto productivo, acceso a programas de capacitación, etc. 

Ley de Víctimas y Restitución de Tierras

La Ley 1448 de 10 de junio de 2011
 “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones.”, regula lo concerniente a la ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación de las víctimas
, ofreciendo herramientas para que estas reivindiquen su dignidad y asuman la plena ciudadanía.

Esta Ley prevé que las personas que ostentan la calidad de víctimas  recibirán ayuda humanitaria de acuerdo con las necesidades inmediatas que guarden relación directa con el hecho que los puso en tal condición, “(…) con el objetivo de socorrer, asistir, proteger y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica de emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, y con enfoque diferencial, en el momento de la violación de los derechos o en el momento en el que las autoridades tengan conocimiento de la misma.”
 Esta responsabilidad recae en principio, sobre las Entidades Territoriales y subsidiariamente, la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación a Víctimas, y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

La Ley 1448 de 2011 en el Capitulo III “DE LA ATENCIÓN A LAS VÍCTIMAS DEL DESPLAZAMIENTO FORZADO”, dispuso lo siguiente:

“ARTÍCULO 60. NORMATIVIDAD APLICABLE Y DEFINICIÓN. La atención a las víctimas del desplazamiento forzado, se regirá por lo establecido en este capítulo y se complementará con la política pública de prevención y estabilización socioeconómica de la población desplazada establecida en la Ley 387 de 1997 y demás normas que lo reglamenten. 

Las disposiciones existentes orientadas a lograr el goce efectivo de los derechos de la población en situación de desplazamiento, que no contraríen la presente ley, continuarán vigentes.

PARÁGRAFO 1o. El costo en el que incurra el Estado en la prestación de la oferta dirigida a la población desplazada, en ningún caso será descontado del monto de la indemnización administrativa o judicial a que tiene derecho esta población. 

Esta oferta, siempre que sea prioritaria, prevalente y que atienda sus vulnerabilidades específicas, tiene efecto reparador, exceptuando la atención humanitaria inmediata, de emergencia y de transición.

PARÁGRAFO 2o. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que es víctima del desplazamiento forzado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional, abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de las violaciones a las que se refiere el artículo 3o de la presente Ley. “

En el artículo 62 Ídem, se establecieron las etapas de la atención humanitaria, las cuales varían según su temporalidad y contenido, de acuerdo con la evaluación cualitativa de la condición de vulnerabilidad que se realice de cada víctima del desplazamiento forzado, así:

1. Atención Inmediata: abarca desde la declaración en situación de desplazamiento y va hasta la inscripción en el Registro Único de Víctimas y debe proporcionarla el Ente Territorial Municipal receptor de aquellas víctimas de desplazamiento que están en situación de vulnerabilidad acentuada y requieren de asistencia alimentaria y albergue temporal.

2. Atención humanitaria de emergencia: Es para aquellos a quienes se les ha expedido el acto administrativo mediante el cual se incluyen en el Registro Único de Víctimas y será entregada de acuerdo con la necesidad y urgencia de la ayuda para asegurar la subsistencia mínima. De ello se encarga Acción Social hasta que entre en funcionamiento la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

3. Atención Humanitaria de transición: Diseñada para la población en situación de desplazamiento incluida en el Registro Único de Víctimas que aún no tiene los elementos necesarios para su subsistencia mínima y que no presenta las características de gravedad y urgencia que los haría beneficiarios de la Atención Humanitaria de Emergencia.

La condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta por el desplazamiento forzado interno, cesará cuando la víctima, por sus propios medios o de los programas establecidos por el Gobierno Nacional, alcance el goce efectivo de sus derechos, tal como lo dispusieron los artículos 67 y 68 de la Ley de 1448 de 2011, con el siguiente contenido literal:

“ARTÍCULO 67. CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y DEBILIDAD MANIFIESTA. Cesará la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento, cuando la persona víctima de desplazamiento forzado a través de sus propios medios o de los programas establecidos por el Gobierno Nacional, alcance el goce efectivo de sus derechos. Para ello accederá a los componentes de atención integral al que hace referencia la política pública de prevención, protección y atención integral para las víctimas del desplazamiento forzado de acuerdo al artículo 60 de la presente Ley. 

PARÁGRAFO 1o. El Gobierno Nacional establecerá los criterios para determinar la cesación de la situación de vulnerabilidad y debilidad manifiesta a causa del hecho mismo del desplazamiento, de acuerdo con los indicadores de goce efectivo de derechos de la atención integral definidos jurisprudencialmente. 

PARÁGRAFO 2o. Una vez cese la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento, se modificará el Registro Único de Víctimas, para dejar constancia de la cesación a la que se ha hecho referencia en este artículo. 

En todo caso, la persona cesada mantendrá su condición de víctima, y por ende, conservará los derechos adicionales que se desprenden de tal situación. 

PARÁGRAFO 3o. Hasta tanto el Registro Único de Víctimas entre en operación, se mantendrá el funcionamiento del Registro Único de Población Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 154 de la presente Ley. 

ARTÍCULO 68. EVALUACIÓN DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y DEBILIDAD MANIFIESTA. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los alcaldes municipales o distritales del lugar donde reside la persona en situación de desplazamiento, evaluarán cada dos años las condiciones de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento.

Esta evaluación se realizará a través de los mecanismos existentes para hacer seguimiento a los hogares, y aquellos para declarar cesada la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta de acuerdo al artículo anterior. 

Las entidades del orden nacional, regional o local deberán enfocar su oferta institucional para lograr la satisfacción de las necesidades asociadas al desplazamiento, de conformidad con los resultados de la evaluación de cesación.”

Conforme con los hechos narrados en el escrito de tutela la actora es desplazada desde el 2002, y según el informe de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no se encuentra registrada como tal y es por esta razón que no ha recibido ningún tipo de ayuda.

Como el Estado está en la obligación de informar y proporcionar los beneficios previstos en la Ley a favor de la población desplazada, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas deberá verificar el estado de vulnerabilidad existente, y en caso de que la situación lo amerite, inscribirla en el Registro Único de Víctimas (antiguo RUPD) para que reciba los beneficios a que eventualmente podrían tener derecho, al ostentar la condición de víctima, en situación de debilidad manifiesta.

En consecuencia, en aras de darle un efecto útil a la tutela, se ordenara a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adelantar los trámites pertinentes para inscribirla en el Registro Único de Víctimas (antiguo RUPD) y entregarle la ayuda humanitaria que requiera, conforme a su situación concreta.
En ese orden de ideas, se hace pertinente confirmar la decisión del A quo en el sentido de que la tutela es improcedente, empero, será adicionada, en el sentido de amparar el derecho fundamental a la vida digna de la actora y en consecuencia, se ordenará a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas realizar una evaluación cualitativa de la condición de vulnerabilidad actual con la finalidad de determinar la situación particular y concreta de la tutelante.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

FALLA

1. CONFÍRMASE la providencia de 19 de julio de 2012 proferida por el Tribunal Administrativo de Casanare, que declaró improcedente la tutela incoada por Sara Valderrama Aguilar contra el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER. Adiciónese en el siguiente sentido:

2. TUTÉLASE el derecho fundamental a la vida digna de Sara Valderrama Aguilar.

3. ORDÉNASE a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas realizar una evaluación cualitativa de la condición de vulnerabilidad actual con la finalidad de determinar la situación particular y concreta de Sara Valderrama Aguilar.

4. De la anterior actuación, la Entidad deberá informarle a la interesada.

REMÍTASE COPIA AL TRIBUNAL DE ORIGEN Y ENVÍESE A LA CORTE CONSTITUCIONAL PARA SU EVENTUAL REVISIÓN.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y  CÚMPLASE.

La presente providencia fue discutida y aprobada en Sala de la fecha.

VÍCTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA

GERARDO ARENAS MONSALVE

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ

� "En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable. "





� La Corte Constitucional ha dicho lo siguiente:





“La acción de tutela es mecanismo subsidiario cuyo objeto específico es la protección de los derechos fundamentales violados o amenazados por acción u omisión de una autoridad pública o de una persona o entidad privada cuando la circunstancia encaja en lo previsto por la Carta, pero en modo alguno se constituye en vía adecuada para sustituir al sistema jurídico ordinario ni para reemplazar los procedimientos judiciales expresamente contemplados para solucionar determinadas situaciones o para desatar ciertas controversias. En tanto exista un medio judicial apto para la defensa efectiva de los derechos invocados y el accionante no afronte un perjuicio irremediable, no es la acción de tutela el camino institucional que pueda utilizarse para alcanzar las pretensiones de aquél, por justas que ellas sean.”�





� Publicada en el Diario Oficial No. 47.223 de 5 de enero de 2009.





� “b) Adulto Mayor. Es aquella persona que cuenta con sesenta (60) años de edad o más. A criterio de los especialistas de los centros vida, una persona podrá ser clasificada dentro de este rango, siendo menor de 60 años y mayor de 55, cuando sus condiciones de desgaste físico, vital y psicológico así lo determinen;”





� Ver Sentencias: T-295 del 04 de mayo de 1999. MP. Alejandro Martínez Caballero, T-116 del 10 de febrero de 2000. MP. José Gregorio Hernández Galindo y T-482 del 10 de mayo de 2001. MP. Eduardo Montealegre Lynett.





� Cfr. Sentencia T-849 A del 24 de noviembre de 2009. MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.





� Sentencia T-678 del 02 de noviembre de 2009. MP. Nilson Pinilla Pinilla.





� Ver Sentencias: T-295 del 04 de mayo de 1999. MP. Alejandro Martínez Caballero, T-116 del 10 de febrero de 2000. MP. José Gregorio Hernández Galindo y T-482 del 10 de mayo de 2001. MP. Eduardo Montealegre Lynett.





� Al respecto, pueden consultarse las sentencias T-441 de 2003; T-742 de 2002 y T-606 de 2004, Corte Constitucional.





� Sentencias T-469 de 2000, SU-061 de 2001 y T-108 de 2003, Corte Constitucional.





� Sentencia T-451 de 2010, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, Corte Constitucional.





� Sentencia T-451 de 2010, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, Corte Constitucional.





� Al respecto pueden verse entre otras, las sentencias T-771 de 2004,  T-600 de 2002 y SU-086 de 1999, Corte Constitucional. 





� Sentencias AC-2010-00032 de 18 de marzo de 2010, M.P. Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila y AC-2010-01795-01 de 9 de diciembre de 2010, M.P. Dra. Bertha Lucía Ramírez de Páez, Sección Segunda, Consejo de Estado.





� Corte Constitucional C-278 de 2007





� “El Gobierno Nacional promoverá acciones y medidas de mediano y largo plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la población desplazada en el marco del retorno voluntario o el reasentamiento en otras zonas rurales o urbanas. 





Estas medidas deberán permitir el acceso directo de la población desplazada a la oferta social del gobierno, en particular a los programas relacionados con: 





1. Proyectos productivos. 


2. Sistema Nacional de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural Campesino. 


3. Fomento de la microempresa. 


4. Capacitación y organización social. 


5. Atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez, la mujer y las personas de la tercera edad, y 


 6. Planes de empleo urbano y rural de la Red de Solidaridad Social.”.








� Publicada en el Diario Oficial No. 48.096 de 10 de junio de 2011.





� “ARTÍCULO 3o. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1o de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.





(…)”





� Ley 1448 de 2011, artículo 2º.





� Ley 1448 de 2011, artículo 47.





� Ley 1448 de 2011, artículo 47:





“(…)





PARÁGRAFO 3o. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación, deberá adelantar las acciones pertinentes ante las distintas entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación a Víctimas para garantizar la ayuda humanitaria. De igual manera, y de acuerdo a lo contemplando en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1997/ley_0418_1997_pr001.html" \l "49" \t "_blank" �49� de la Ley 418 de 1997 y sus prórrogas correspondientes, prestará por una sola vez, a través de mecanismos eficaces y eficientes, asegurando la gratuidad en el trámite, y de acuerdo a su competencia, la ayuda humanitaria. 





PARÁGRAFO 4o. En lo que respecta a la atención humanitaria para la población víctima del desplazamiento forzado, se regirá por lo establecido en el Capítulo III del presente Título.”





� ARTÍCULO 63. ATENCIÓN INMEDIATA. Es la ayuda humanitaria entregada a aquellas personas que manifiestan haber sido desplazadas y que se encuentran en situación de vulnerabilidad acentuada y requieren de albergue temporal y asistencia alimentaria.





Esta ayuda será proporcionada por la entidad territorial de nivel municipal receptora de la población en situación de desplazamiento. Se atenderá de manera inmediata desde el momento en que se presenta la declaración, hasta el momento en el cual se realiza la inscripción en el Registro Único de Víctimas. 





PARÁGRAFO 1o. Podrán acceder a esta ayuda humanitaria las personas que presenten la declaración de que trata el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2011/ley_1448_2011_pr001.html" \l "61" \t "_blank" �61� de esta Ley, y cuyo hecho que dio origen al desplazamiento haya ocurrido dentro de los tres (3) meses previos a la solicitud. 





Cuando se presenten casos de fuerza mayor que le impidan a la víctima del desplazamiento forzado presentar su declaración en el término que este parágrafo establece, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias motivo de tal impedimento, frente a lo cual, el funcionario del Ministerio Público indagará por dichas circunstancias e informará a la Entidad competente para que realicen las acciones pertinentes. 





PARÁGRAFO 2o. Hasta tanto el Registro Único de Víctimas entre en operación, se mantendrá el funcionamiento del Registro Único de Población Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2011/ley_1448_2011_pr003.html" \l "153" \t "_blank" �153� de la presente Ley. 





� ARTÍCULO 64. ATENCIÓN HUMANITARIA DE EMERGENCIA. Es la ayuda humanitaria a la que tienen derecho las personas u hogares en situación de desplazamiento una vez se haya expedido el acto administrativo que las incluye en el Registro Único de Víctimas, y se entregará de acuerdo con el grado de necesidad y urgencia respecto de su subsistencia mínima. 





Realizado el registro se enviará copia de la información relativa a los hechos delictivos a la Fiscalía General de la Nación para que adelante las investigaciones necesarias. 





PARÁGRAFO 1o. La atención humanitaria de emergencia seguirá siendo entregada por la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional hasta tanto se le garanticen los recursos de operación de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 





La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas deberá entregar la ayuda humanitaria a través de mecanismos eficaces y eficientes, asegurando la gratuidad en el trámite, y que los beneficiarios la reciban en su totalidad y de manera oportuna. 


PARÁGRAFO 2o. Hasta tanto el Registro Único de Víctimas entre en operación, se mantendrá el funcionamiento del Registro Único de Población Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2011/ley_1448_2011_pr003.html" \l "154" \t "_blank" �154� de la presente Ley. 





� ARTÍCULO 65. ATENCIÓN HUMANITARIA DE TRANSICIÓN. Es la ayuda humanitaria que se entrega a la población en situación de Desplazamiento incluida en el Registro Único de Víctimas que aún no cuenta con los elementos necesarios para su subsistencia mínima, pero cuya situación, a la luz de la valoración hecha por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no presenta las características de gravedad y urgencia que los haría destinatarios de la Atención Humanitaria de Emergencia. 





PARÁGRAFO 1o. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá adelantar las acciones pertinentes para garantizar la alimentación de los hogares en situación de desplazamiento. De igual forma, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y los entes territoriales adoptarán las medidas conducentes para garantizar el alojamiento temporal de la población en situación de desplazamiento. 





PARÁGRAFO 2o. Los programas de empleo dirigidos a las víctimas de que trata la presente ley, se considerarán parte de la ayuda humanitaria de transición. 





PARÁGRAFO 3o. Hasta tanto el Registro Único de Víctimas entre en operación, se mantendrá el funcionamiento del Registro Único de Población Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2011/ley_1448_2011_pr003.html" \l "154" \t "_blank" �154� de la presente Ley. 








